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«[…] si un juez de control de garantías concluye que el imputado
efectivamente fue sorprendido y capturado durante la comisión de la
conducta punible, ello sólo es trascedente para el análisis de la medida
preventiva, pero bajo ninguna circunstancia puede tenerse como hechos
demostrados a efectos de establecer la responsabilidad penal.

Esto último (la responsabilidad penal) debe resolverse en el juicio oral, por
un juez imparcial, luego de un debate regido por los principios de
inmediación, concentración, contradicción, confrontación, etcétera (Art. 16
de la Ley 906 de 2004).

Para garantizar la imparcialidad del fallador, así como las garantías
judiciales atrás descritas, el legislador optó por separar las funciones de
control de garantías y de juzgamiento, en orden a que el funcionario que
debe resolver sobre la responsabilidad penal no haya tenido a su cargo
decidir sobre medidas cautelares, actos de investigación y demás asuntos
asignados a los jueces de control de garantías.

Si se asume, como lo insinúan el delegado de la Fiscalía y la representante
del Ministerio Público, que la captura en flagrancia, y las decisiones que al
respecto tome el juez de control de garantías, implican dar por probado
algunos hechos de cara al análisis de la responsabilidad penal del
procesado, se dejarían sin efecto los principios rectores del sistema procesal
regulado en la Ley 906 de 2004, así como las garantías judiciales mínimas
de los procesados, simple y llanamente porque la responsabilidad penal no
se resolvería con base en la prueba “que haya sido producida o incorporada
en forma pública, oral, concentrada, y sujeta a confrontación y contradicción
ante el juez de conocimiento”, como lo ordena el artículo 16 ídem.

En consecuencia, si la Fiscalía opta por incluir en la acusación uno o varios
de los aspectos fácticos que en su momento determinaron la captura en
flagrancia, asume cargas como las siguientes: (i) constatar que se trate de
hechos jurídicamente relevantes, en la medida en que puedan ser
subsumidos en la respectiva norma penal; (ii) si se trata de datos o “hechos
indicadores” a partir de los cuales puede inferir uno o varios hechos



jurídicamente relevantes, debe ocuparse de su demostración a efectos de
poder utilizarlos en el respectivo proceso inferencial;  (iii) debe establecer
cuáles son los medios de prueba pertinentes y agotar los trámites previstos
en la ley para su admisión; (iv) si pretende valerse de los testimonios de
quienes aseguran haber sorprendido al procesado y/o realizado la
aprehensión, deberá realizar las gestiones necesarias para presentarlos en
el juicio oral, salvo que medie alguna de las causales de admisión
excepcional de prueba de referencia; (v) de haber incluido evidencias físicas
o documentos como medios de prueba, le corresponde cumplir los
respectivos requisitos de admisibilidad; y (vi) estas cargas no pueden ser
eludidas bajo el argumento de que un juez de control de garantías, en su
momento, concluyó que la captura se realizó según las reglas
constitucionales y legales».

NORMATIVIDAD APLICADA:

Ley 906 de 2004, arts. 16, 27 y 301


